
El FEIL supone inversiones insostenibles

Ecologistas en Acción presenta este pequeño informe de crítica al Fondo Estatal de Inversión Local por no 
suponer una puesta por avanzar hacia la sostenibilidad en las inversiones del Estado.

El Real Decreto-Ley 9/2008, de 28 de noviembre, por el que se crean un Fondo Estatal de Inversión Local y un 
Fondo  Especial  del  Estado  para  la  Dinamización  de  la  Economía  y  el  Empleo  y  se  aprueban  créditos 
extraordinarios para atender a su financiación (BOE de 2 de diciembre),  establece dos Fondos totalmente 
distintos.  El  Fondo Estatal  de  Inversión  Local  (en  adelante,  FEIL)  y  otro,  también  insostenible,  destinado 
exclusivamente a la Administración General del Estado. El FEIL merece ser criticado por los efectos negativos 
que tendrá en el medio ambiente.

Como valoración general del FEIL, no sólo es criticable que los Ayuntamientos se decanten por proyectos 
insostenibles. También el Gobierno merece una evaluación negativa por la forma de configurar el FEIL. Es 
criticable que la creación de empleo, y además en el sector de la construcción, sea casi el único objetivo que 
rija el Fondo Estatal de Inversión Local.

Falta de criterios ambientales en el FEIL

El FEIL es una prueba más de que continúan ignorándose los graves riesgos ambientales y las obligaciones 
jurídicas adquiridos por el Estado español a través de normas internacionales, pues otro de los objetivos del 
Fondo, totalmente compatible con la creación de empleo, podría haber sido el avanzar hacia la disminución de 
CO

2
 y otros gases de efecto invernadero derivados de los procesos y productos del sector de la construcción. Y 

ello en coherencia con lo establecido en la Estrategia Española de cambio Climático y Energía Limpia 2007-
2012-2020 para el sector institucional.

En este mismo sentido, se podría haber apostado por crear empleos verdes en otros sectores, como el de las 
energías  renovables,  o  en  determinados  subsectores  auxiliares  del  sector  de  la  construcción  (pinturas 
ecológicas,  aparatos  de  bajo  consumo  de  agua,  sanitarios,  reciclaje  de  materiales  de  construcción  y 
demolición,  cubiertas  vegetales  en  azoteas  y  muros...)  a  través  de  la  obligatoria  inclusión  de  criterios 
ambientales en todas las fases del contrato y que tuvieran tanto peso como la creación de empleo.

Aunque es cierto que entre las obras financiables que se establecen en el artículo 3 del FEIL se mencionan las 
“dirigidas a la protección del medio ambiente y la prevención de la contaminación, las de gestión de residuos  
urbanos, así como las orientadas a impulsar el ahorro y la eficiencia energética”, la recomendación de inclusión 
decidida de criterios ambientales en todas las obras financiables debería haber constado en el texto del Real 
Decreto-Ley.

De este modo, con la actual configuración del Fondo, los puestos de trabajo y el precio serán los criterios más 
importantes para elegir los proyectos, para adjudicar y para ejecutar los contratos. A modo de ejemplo, desde 
el Ayuntamiento de Madrid se afirma que:

Para contribuir a los fines que se propone el Real Decreto-Ley 9/2008, de 28 de noviembre, por el que se  
aprobó Fondo Estatal de Inversión Local, el Gobierno de la Ciudad de Madrid ha recogido como criterios de 
adjudicación y condiciones de ejecución los supuestos de creación de empleo mediante la contratación de  



mano de obra en situación de desempleo, así como la aplicación del procedimiento de urgencia en todos los  
contratos que se ejecuten acogiéndose al Fondo especial de financiación que se crea.

Teniendo en cuenta que el espíritu del Real Decreto-Ley tiende tanto a la conservación de empleo, como a la  
creación de empleo, se ha dado especial relevancia entre los criterios de adjudicación, con una ponderación 
del  31  %,  a  la  valoración  del  número  total  de  trabajadores  adscritos  a  la  ejecución  de  las  obras,  tanto  
contratados como a contratar. El criterio "precio" tiene únicamente una ponderación de un 20%.

Es conveniente que, dentro de las condiciones de ejecución de los contratos, uno de los criterios a ponderar 
por los Ayuntamientos en aquellas obras que se consideren estrictamente necesarias hubiera sido, además de 
la creación de empleo, su acción positiva sobre el entorno.

Ley de Contratos del Sector Público y FEIL

En ese mismo sentido,  Ecologistas en Acción ya criticó  que,  lamentablemente,  la Ley  30/2007,  de 30 de 
octubre, de Contratos del Sector Público (en adelante, LCSP) no obliga, sino que sólo permite a la inclusión de 
criterios ambientales y sociales en los contratos públicos. Así, en la Exposición de Motivos:

[...] “Incorporando en sus propios términos y sin reservas las directrices de la Directiva 2004/18/CE, la Ley de 
Contratos  del  Sector  Público  incluye  sustanciales  innovaciones  en  lo  que  se  refiere  a  la  preparación  y  
adjudicación de los negocios sujetos a la misma. Sintéticamente expuestas, las principales novedades afectan  
a la previsión de mecanismos que permiten introducir en la contratación pública consideraciones de tipo 
social y medioambiental,  configurándolas como condiciones especiales de ejecución del contrato o 
como  criterios  para  valorar  las  ofertas,  prefigurando  una  estructura  que  permita  acoger  pautas  de 
adecuación de los contratos a nuevos requerimientos éticos y sociales, como son los de acomodación de las  
prestaciones a las exigencias de un «comercio justo» con los países subdesarrollados o en vías de desarrollo  
como prevé la Resolución del Parlamento Europeo en Comercio Justo y Desarrollo [2005/2245 (INI)],  y que 
permitan ajustar la demanda pública de bienes y servicios a la disponibilidad real  de los recursos  
naturales”.

El FEIL debería haberse aplicado también a otros contratos del sector público en general, no exclusivamente a 
los contratos de obras, por los beneficios no solo económicos, sino también ambientales y sociales. De este 
modo, podrían empezar a hacerse efectivas las medidas en materia de contratación administrativa municipal 
que se contemplan en la citada Estrategia Española de Cambio Climático y Energía Limpia:

“Introducir en los concursos públicos de contratación de servicios la necesidad de presentar un informe sobre 
medidas  de  eficiencia  energética  utilizadas  por  las  posibles  contratas,  favoreciendo  a  las  empresas  que  
presenten un modelo de funcionamiento sostenible (también a nivel municipal).”

“Establecer una estrategia de compras públicas, que incorpore criterios obligatorios de Sostenibilidad y de  
lucha contra el cambio climático (también a nivel municipal).”

Quizá también se podría haber establecido un tercer Fondo para municipios con zonas de valor ecológico.

Objetivos, criterios, plazo y procedimiento

Los objetivos del Fondo Estatal de Inversión local son: "Dinamizar a corto plazo la actividad económica, incidir  
directamente en la creación de empleo y reforzar la capitalización de los municipios".

En el contexto de la grave crisis ecológica (ecológica-social) la creación de empleo debería ir selectivamente 
orientada a una reconversión ecológica del sector de la construcción. Dicha reconversión puede fomentarse, en 



lo que se refiere al ámbito de la contratación pública, mediante la inclusión de criterios ambientales en los 
siguientes aspectos de los contratos:

Determinación del objeto del contrato. 

Justificación en el expediente de contratación. 

Especificaciones técnicas. 

Exigencia de capacidad técnica. 

Criterios de valoración y adjudicación. 

Criterios de selección. 

Condiciones de ejecución. 

No puede ser más de lo mismo, sino menos (menos energía, materiales o uso del agua) y de otra manera.

Además, el breve plazo para presentación de proyectos casi obliga a los Ayuntamientos menos comprometidos 
ambientalmente a ignorarlos totalmente. Probablemente resultará ilustrativo comprobar si los municipios que 
forman parte de la Red Española de Ciudades por el Clima, teóricamente las ciudades más comprometidas en 
cuestiones ambientales, han tenido en cuenta, aunque fuera mínimamente, los criterios ambientales en sus 
respectivos proyectos presentados al amparo del FEIL.

A la  hora  de  pensar  en criterios,  sabemos que la  ecoeficiencia  es  necesaria,  pero no suficiente,  para la 
ecologización de las Administraciones públicas y de la sociedad en general. También deben tenerse en cuenta, 
entre  otros  principios,  los  de  precaución  o  el  de  gestión  de  la  demanda,  además  del  de  ecoeficiencia, 
mencionados en el Cuaderno de contratación pública  Recomendaciones para la mejora del comportamiento 
ambiental de las Administraciones Públicas coeditado por Ecologistas en Acción.

En el contexto de la crisis económica actual, el principio de ahorro económico no puede ser siempre decisivo. 
En algunos casos deben prevalecer otros principios como los mencionados. Así, por ejemplo, si se decide 
construir un aula municipal de informática en el proyecto debe figurar una instalación eléctrica que prevea la 
instalación de ordenadores fijos y que minimice la contaminación electromagnética, desechando la creación de 
una zona wi-fi, aplicando, en este caso, el principio de precaución.

Otros  principios,  como  el  de  biomímesis  o  coherencia  ecológica,  resultan  difíciles  de  aplicar  en  toda  su 
extensión por las restricciones legales que, procedentes en última instancia de la Organización Mundial del 
Comercio, se imponen a la sostenibilidad. A estas restricciones se hará una breve referencia más adelante.

No sólo importa qué se construye, sino también cómo se construye. Mediante la contratación administrativa se 
puede indirectamente mejorar un poco los procesos de demolición y construcción, sustituir o reducir aquellos 
materiales de construcción que tienen un alto coste energético y, en general, ambiental, como pueden ser el 
PVC o el aluminio.

La reconversión ecológica del  sector  de la construcción implica cambios normativos,  pero también resulta 
necesario que a ese sector se envíe el mensaje de que tiene que cambiar en los métodos y procesos de 
producción seguidos hasta ahora, con la finalidad de conseguir un menor impacto ambiental. No es desde 
luego ese el  camino que se sigue por  el  Gobierno,  como lo demuestra  el  propio  FEIL,  impulsado por  el 
Ministerio de Economía o la demora de determinados aspectos del Código Técnico de Edificación.

EL FEIL ha sido valorado positivamente por el G-14, el grupo de inmobiliarias por la excelencia, creado para 
mejorar la imagen de estas empresas, ya que era una de las medidas que ese Grupo había solicitado para el 
sostenimiento del empleo, según se afirma en el Suplemento Especial  ¿Y después del ladrillo, qué? de la 
revista El Siglo, nº 815, del 22 de diciembre de 2008 al 4 de enero de 2009.



Empleo y Medio Ambiente

Resultan llamativas las declaraciones de la  Secretaria de Estado de Cambio Climático,  en la  Cumbre de 
Poznam, donde señaló que había que impulsar los empleos verdes no sólo en el ámbito de las tecnologías 
limpias y bajas en carbono sino también en otros sectores económicos e industriales de nuestra sociedad. 
También pidió una alianza entre gobiernos, compañías y sindicatos para realizar la transición hacia nuevos 
yacimientos de empleo, así como la introducción de nuevos parámetros de solidaridad, equidad y justicia no 
sólo en los nuevos empleos sino también en los existentes.

Lamentablemente, todo eso no es más que la habitual retórica de ese tipo de reuniones. Un hecho reciente 
viene a confirmar una vez más que cualquier atisbo de disminuir la insostenibilidad se ve frenado por la falta de 
voluntad política del Gobierno y por la presión de las grandes empresas del sector de la construcción. Nos 
referimos a la moratoria del Ministerio de Vivienda al aislamiento acústico de las viviendas.

Entre otras consecuencias socioambientales de esa medida están la posible pérdida de puestos de trabajo en 
el sector del aislamiento acústico que, en palabras de Harald Aagesen, copresidente del Congreso Nacional de 
Aislamiento  Térmico y  Acústico,  “el  aplazamiento  supone al  sector  una imposibilidad de amortizar  dichas  
inversiones al no existir demanda de productos y servicios, lo que repercutirá en una bajada de la inversión  
industrial, que podría suponer una gran pérdida de puestos de trabajo directos e indirectos”.

Parece claro que seguir construyendo como hasta ahora beneficia a unos y causa perjuicio en el empleo de 
aquellas empresas o sectores que ofrecen bienes y servicios que, en general, tienden a ser respetuosos con el 
medio  ambiente.  Por  ejemplo,  empresas  dedicadas  al  tratamiento  de  los  residuos  de  la  construcción  y 
demolición.

Criterio injusto de reparto: la población

La población como criterio para el reparto de las ayudas es un criterio que ha sido tachado, con razón, de 
injusto, porque perjudica a los ayuntamientos pequeños y a las Comunidades Autónomas con mayor dispersión 
territorial y a los que en el pasado reciente sufrieron un mayor proceso de emigración y de despoblación rural, 
esta crítica se ha realizado en algunas Comunidades por organizaciones situadas a izquierda y derecha del 
PSOE.

Con esta situación, resulta razonable que desde distintos ámbitos se siga proponiendo la creación de un Fondo 
de Compensación para los pequeños municipios que sea real y efectivo, de tal modo que se puedan seguir 
prestando los servicios municipales encomendados. Este fondo corregiría, en tanto se logra una adecuada 
financiación de todos los municipios, el déficit de financiación de este tipo de municipios, pues alguna de las 
partidas presupuestarias destinadas a este fin desde 2007 en los Presupuestos Generales del Estado resultan 
ridículas, sobre todo si se las compara con las cantidades otorgadas a la banca o las del propio FEIL. Dicho 
Fondo debería servir también para un necesario desarrollo rural sostenible y para que los pequeños municipios 
se pudieran adaptar a las exigencias derivadas de la crisis ecológico-social,  como, por ejemplo,  la nueva 
normativa  ambiental  (como,  en  materia  de  residuos,  de  eficiencia  energética,  de  alumbrado  exterior,  de 
edificios ...), o a la que se prevé aprobar a corto o medio plazo, bien sea estatal o autonómica.

La  elección  de  proyectos  destinados  a  actuaciones  ambientales  debe  ser  especialmente  decidida  en  los 
municipios de más de 50.000 habitantes, por los siguientes motivos:

El artículo 26.1 letra d) de la Ley de Bases de Régimen Local les atribuye competencias en materia de 
protección ambiental y, como sucede con todas las competencias, éstas son irrenunciables.

Porque los criterios ambientales previstos en la LCSP pueden aplicarse con más intensidad que en las 
demás obras financiables del artículo 3 del Real Decreto Ley que regula el FEIL.



Por contar con más medios personales y materiales.

No hay que olvidar que el artículo 3.1 del Real Decreto-Ley establece que los contratos deben tener por objeto 
obras de competencia municipal.

No  obstante,  la  inclusión  de  criterios  ambientales  en  los  contratos  puede  y  debe  hacerse  en  todos  los 
municipios.

Por todo ello, no resulta admisible que, debido a la crisis financiera de los Ayuntamientos, el ejercicio de las 
competencias  en materia  ambiental  quede aún más relegado de lo  que ya lo  está  en la  mayoría  de los 
municipios.

Procedimiento y plazos

El escaso plazo, tanto para presentar los proyectos como para ejecutarlos, unido a la falta de voluntad política 
e  incluso  la  ignorancia  en  estos  asuntos,  ocasionará  que  muchos  Ayuntamientos  no  incluirán  cláusulas 
ambientales o éstas no tendrán en las fases del  contrato el  peso que debieran,  si  tenemos en cuenta el 
contexto de la crisis socioecológica.  En la práctica,  el  enterísimo plazo originará  de facto  una suspensión 
temporal de los criterios ambientales previstos en la Ley de Contratos del Sector Público, que es la principal 
norma aplicable en el FEIL.

En administracionpublica.com puede leerse lo siguiente:

¿Por qué contratar tanta obra y con tan poco tiempo para definir las prioridades y necesidades que no se  
hallen cubiertas, de modo indiscriminado? Por otro lado, ¿realmente están los municipios pequeños y no tan  
pequeños  preparados  para  afrontar  procesos  de  contratación  de  obra  pública  en  masa?  ¿Hay  técnicos  
municipales cualificados y suficientes para fiscalizar la obra y extender las oportunas certificaciones, actas,  
etc.?  ¿Qué  pasa  con  la  redacción  de  los  Proyectos  de  Obra?  Si  los  rígidos  plazos  no  se  cumplen,  los  
Ayuntamientos  se  enfrentarán  a  procedimientos  de  reintegro,  eso  sí  con  una  infinidad  de  obligaciones  
contraídas con terceros a las que deberán hacer frente.

Somos  conscientes  de  que  deben  tomarse  decisiones  en  un  mundo  que  es  imperfecto,  lleno  de 
incertidumbres,  riesgos  y  escasez.  Pero  las  decisiones  deben  meditarse  siempre,  y  debieran  adoptarse  
teniendo en cuenta hacia dónde se va realmente, y qué medios (personales y materiales) se cuenta para ello.

(...) que no creo que exista un Alcalde en España que renuncie a una subvención por reconocer que no puede  
gestionarla bien o que no la solicita porque no responde a ninguna necesidad de su Ayuntamiento.  Solo  
faltaría, sobre todo si en el pueblo de al lado sí la tienen.

Por otra parte, el plazo de presentación de los proyectos se ha reducido aún más teniendo en cuenta todos los 
días festivos de los meses de diciembre y enero. A ello se suma el que la mayoría de los empleados públicos 
hacen  uso  en  esas  fechas  de  su  derecho  a  los  días  de  libre  disposición  por  asuntos  propios,  los  días 
denominados "moscosos".

Reforma de la ley de contratos

Resulta necesaria una reforma de la Ley de Contratos del Sector Público que debería servir, entre otros fines, 
para ecologizar dicha norma mediante la posibilidad y, en muchos casos la obligación, de incluir los criterios 
ambientales en los contratos, de tal manera que tengan peso suficiente en todas las fases del contrato:

Preparación.



Adjudicación.

Ejecución.

Extinción.

La inclusión de los criterios ambientales en los contratos del sector público (que son, entre otros, los contratos 
de obras, de concesión de obras públicas, de gestión de servicios públicos, de suministro, de servicios y de 
colaboración entre  el  sector  público  y  el  sector  privado),  debería  llevarse a  cabo hasta  donde permita  la 
normativa y la jurisprudencia comunitarias, que es muy restrictiva al someterse al  dictado neoliberal  de la 
Organización  Mundial  del  Comercio  sobre  libre  circulación  de  mercancías.  Teóricamente  impide  que,  por 
ejemplo, se pueda establecer que los contratistas adjudicatarios deban adquirir las mercancías en un área 
geográfica cercana para evitar el transporte de las mismas con la consiguiente emisión de gases de efecto 
invernadero.

Ejemplos de proyectos sostenibles

Creación  o  renovación  de  parques:  Proyectos  sostenibles,  cumpliendo  determinadas  condiciones  como 
escoger con cuidado las especies arbóreas a plantar, ausencia o reducción drástica de cespitosas, etc, que 
han sido poco utilizados por los Ayuntamientos.

El artículo 6 de la LCSP establece que son contratos de obras aquéllos que tienen por objeto la realización de 
una obra o la ejecución de alguno de los trabajos enumerados en el Anexo I o la realización por cualquier 
medio de una obra que responda a las necesidades especificadas por la entidad del sector público contratante. 
En  consecuencia,  si  se  lee  el  citado  Anexo  también  se  pueden considerar  obras  y,  por  tanto,  proyectos 
susceptibles de financiación la creación o renovación de parques.

Huertos urbanos:  Igualmente,  entra  dentro  de  la  consideración  de  obras  (implica  movimientos  de tierra, 
perforaciones para pozos, drenajes, construcción de pequeñas casas de aperos, etc) la creación de huertos 
urbanos destinados al autoconsumo familiar o cooperativo o a la venta en el mercado local o comarcal, no al 
mercado  autonómico  o  estatal.  Entre  otras  finalidades  estaría  la  de  disminuir  la  huella  ecológica  de  las 
ciudades.

No hemos encontrado ningún proyecto de este tipo entre los que se han presentado ante el Ministerio de 
Administraciones Públicas.


